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  En los juicios se aplica la ley, y también se escribe la
historia. Jueces y fiscales, acusados y acusadores, testigos
y espectadores, dejan inscriptos lo prohibido y lo
permitido en una determinada época. En torno al delito,
en el tribunal y en la esfera pública, se despliegan las
leyes que los condenan, los argumentos que respaldan
esa condena, los argumentos que la objetan. Las normas
jurídicas son puestas a prueba, deben justificar su
vigencia o deben ser adaptadas para atender nuevas
realidades y crean nuevos derechos.

En este libro se mira la historia argentina, desde la
Colonia hasta el siglo XXI, tomando como hilo conductor
juicios representativos de cada período: el asesinato de
Facundo Quiroga, un crimen que fue seguido día a día
por los diarios a fines del siglo XIX, una disputa laboral
en tiempos del primer peronismo, una parte de la causa
de la ESMA, entre otros. Con trabajos de Darío G.
Barriera, Lila Caimari, Raúl Fradkin, Marina Franco,
Roberto Gargarella, Juan Manuel Palacio, Ricardo
Salvatore y Eduardo Zimmermann, Desde el banquillo,
es una obra singular y sorprendente. Convierte el
fascinante material de los juicios (y su repercusión
ciudadana) en una atalaya que permite descubrir los
valores subyacentes de la sociedad, sus conflictos
irresueltos, sus anacronismos, así como el lugar que
ocupa el orden legal en la consideración pública.
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Introducción 

  La Argentina desde el estrado


    Juan Manuel Palacio


     


     


     


    Este libro propone un recorrido por la historia argentina a través del mirador de procesos judiciales que tuvieron lugar en distintos momentos de nuestro pasado. Es decir, que utiliza juicios como instrumento para asomarse a diferentes coyunturas de la historia del país, desde la época colonial hasta el presente, y describir desde esas atalayas los rasgos salientes del paisaje que se divisa. En particular, los que definen las características principales del momento analizado (de la vida social, económica, política y cultural), a la vez que aquellos que permiten distinguir la forma en que la sociedad argentina de ese tiempo se relacionaba con la ley, la justicia y las instituciones.


    En ese sentido, el libro quiere ser también un muestrario de cuál ha sido históricamente la relación de los argentinos con el orden legal, para de esa manera contribuir a un tema que se ha vuelto central en el debate público de los últimos años en nuestro país. En efecto, la puja política desde el retorno a la democracia, y en particular la marcada polarización de la última década, ha tenido entre sus temas favoritos, a ambos lados del espectro, la debilidad de nuestras instituciones, la fragilidad —cuando no la irrelevancia— del sistema legal, el desprestigio de la autoridad en la figura de políticos y funcionarios públicos y el carácter endémico de la corrupción. Esto ha ido creando paulatinamente en buena parte de la opinión pública una especie de sentido común en torno a la degradación de nuestro sistema institucional, que pone particular énfasis en el Poder Judicial, que parece haber sido enviado de forma irreversible al banquillo de los acusados. Dentro de ese debate —mayormente plano y destinado a producir un rápido efecto mediático—, aun los registros más sofisticados atribuyen ese estado de cosas a una conflictiva y deficiente relación de los argentinos con la ley “desde siempre”, que alcanza niveles de patología colectiva o de rasgo cultural.


    Esta obra quiere contribuir a ese debate tan actual desde otro lugar, buscando cuestionar y problematizar las sentencias que se dictan sobre el asunto con cierta ligereza en ese debate público. A través de los juicios seleccionados, correspondientes a distintos momentos de nuestra historia, quiere ofrecer una visión sobre el tema a la vez más serena y más compleja. Renunciando a diagnósticos definitivos y a la idea de que hay modelos ejemplares de los cuales el argentino se aparta o se desvía (v.g. los de las sociedades del norte de Europa o Estados Unidos y su virtuosa relación con la ley, que explica el éxito de su historia institucional, frente a la nuestra, basada en una cultura centenaria que busca eludir las leyes, cuando no directamente violarlas), los ensayos de este libro muestran cómo se fue forjando históricamente nuestra relación con la ley, las instituciones y la justicia, que es propia e irrepetible, y que ha mostrado a su paso capítulos disímiles y muchas veces contradictorios.


    ¿Por qué juicios? Porque si bien es cierto que los procesos judiciales hablan de un hecho jurídico concreto, que expresa alguna clase de conflicto —de personas entre sí, con sus empleadores o con las autoridades—, también lo es que hablan, a veces sin quererlo, de muchas cosas más. Hablan, por ejemplo, del tipo de problemas y desencuentros que tiene la gente en un lugar y un momento dados y de cuáles de ellos consideran lo suficientemente graves para dirimirlos ante un tribunal, en vez de por medios más directos o menos trabajosos. Hablan también, por lo tanto, del grado de confianza que tienen en la justicia como espacio donde encontrar solución a su problema o reparación a su perjuicio. También hablan los juicios de los delitos más frecuentes que se cometen en cierta época, así como de los que los poderes públicos (policías, fiscales, jueces) consideran en ese entonces graves, gravísimos o leves, y de cómo eligen castigarlos. Los juicios hablan asimismo de cuánto la gente sabe de sus derechos y de cómo hacerlos valer ante un tribunal, y más en general del lugar que ocupan la ley y la justicia en la vida cotidiana de una sociedad, en un momento dado, y de cómo percibe y valora el orden legal e institucional. Y los juicios hablan, por cierto, también de cosas mucho más banales y ordinarias, a través de las declaraciones de denunciantes, acusados, testigos, trabajadores, reos, comerciantes, peones y otra gente común. Hablan así de las costumbres sociales de una comunidad (del juego, las diversiones, la alimentación o el vestido), sus valores y creencias (lo prohibido, lo vergonzoso y lo virtuoso, los sentidos de lo justo), hablan de los arreglos familiares y laborales, de los modos de hablar o de las formas de autopercibirse de los distintos sectores sociales. Los juicios hablan también de la relación entre el Estado y los individuos y de cómo este ejerce su poder normativo, ya sea regulando las relaciones personales, familiares, laborales y de propiedad, ponderando y condenando las conductas que transgreden las normas, o definiendo la validez de los contratos. Expresan así las prácticas y los lenguajes del Estado en cada momento dado y sus transformaciones a través del tiempo.


    Junto con todas esas y otras muchas cosas de las que hablan los juicios, hay una que resulta crucial, sobre todo para los historiadores: en los procesos pueden “oírse” las voces de los que habitualmente no tienen voz. Esto es, de todas esas personas que, sin saber leer ni escribir, han dejado sus testimonios y declaraciones en los miles de procesos judiciales de nuestra historia, de la mano de escribientes, representantes legales, traductores o intérpretes. Se trata en general de gente perteneciente a los estratos más bajos de la sociedad (sirvientes, esclavos, indios) pero también trabajadores del campo de todas las épocas, inmigrantes de distintos orígenes de ayer y de hoy, que no han accedido a la educación o no conocen nuestro idioma, pero también aquellos que, aun sin ser analfabetos, no han dejado nada escrito. Todos ellos constituyen esa masa anónima y muda de nuestras sociedades del pasado, que sin embargo han dejado en los juicios su palabra. Se trata, sabemos, de una voz mediada (por el escribiente, por el traductor) y de una voz impostada (es decir, no espontánea sino estratégica, preparada para la ocasión por el abogado o defensor con el objetivo de ganar el juicio o evitar una prisión). Pero aun con esas “impurezas”, que no se le escapan ni engañan al historiador avezado, siguen siendo las voces de esas personas de carne y hueso de nuestro pasado que no han quedado registradas en otras fuentes.


    La riqueza de los expedientes de las causas judiciales para la reconstrucción histórica es algo que los historiadores hemos descubierto hace no mucho tiempo, pero que ya hemos incorporado como herramienta valiosa al arsenal más tradicional con que abordamos la investigación del pasado. Y eso vale tanto para los que más específicamente se interesan por la historia del derecho y la justicia como para los que estudian la vida económica de la sociedad, las relaciones laborales, las prácticas criminales, las de orden institucional, el Estado o la cultura popular: todos sacamos provecho de esta fuente tan fecunda y multifacética.


    También se han usado juicios para reconstruir toda una época o una cultura determinada. Para citar un ejemplo célebre y magistral, eso es lo que hizo Carlo Ginzburg en su libro El queso y los gusanos. A través de un proceso judicial contra Menocchio, un molinero del norte de Italia en el siglo XVI acusado de hereje por la Inquisición por su particular visión del mundo, el gran historiador italiano reconstruye la cultura campesina de esa época, en particular las costumbres y creencias religiosas de la que participaban sus habitantes, las lecturas que circulaban, la influencia de la prédica de órdenes religiosas menores —también consideradas heréticas por la Iglesia—, los modos de actuar de la Inquisición y la forma de los procesos, entre otros muchos temas de esa obra memorable.


    No es en ese sentido entonces —el de usar juicios para reconstruir el pasado— que este libro será original. Pero tal vez sí lo sea en el carácter general del emprendimiento: tratar de brindar una historia de la Argentina distinta, en la forma de un recorrido por momentos clave de nuestro pasado, bajo la lupa de un mismo tipo de herramienta. No será, por cierto, una historia exhaustiva o completa, ni cubrirá todos los períodos ni temas posibles, sino una que se detiene en grandes paradas temporales para analizar el contexto y los temas centrales que ilumina el proceso judicial elegido. Así, el libro aborda siete momentos o épocas —el momento colonial, el del fin del mundo colonial y la transición a la independencia, el tiempo de los caudillos y las guerras civiles, la Argentina “moderna” de fines del siglo XIX, la primera mitad del siglo XX y el primer peronismo, las últimas décadas del siglo XX, y el siglo XXI— y en cada uno de ellos utiliza un juicio para analizar esa etapa de nuestra historia y algunos de sus temas fundamentales.


    ¿Qué lugar ocupaban la ley y las instituciones en la vida cotidiana de los habitantes de la colonia en lo que luego sería la nación argentina? ¿Y qué ocurrió luego de la revolución y las guerras de independencia, cuando se derrumbó el edificio institucional de España en América? ¿Qué leyes y qué justicia regulaban la vida social en tiempos del poder personal de los caudillos y cuánto afectaban las luchas políticas al orden legal? ¿Qué nuevas prácticas delictivas trajo la modernidad a la próspera Argentina de fines del siglo XIX y cómo lidió con ellas el Estado? ¿De qué manera afectó a las relaciones laborales del país la aparición de la legislación del trabajo en los albores del siglo XX y en especial los tribunales laborales creados en la década de 1940? ¿Por qué la justicia tuvo —y sigue teniendo— un lugar central en la lucha por los derechos humanos en la Argentina de fines del siglo XX, a pesar del desprestigio que paralelamente padece? ¿Y por qué parece seguir cumpliendo, de igual forma, un papel central en la validación de los llamados nuevos derechos en el siglo XXI?


    Estos son algunos de los temas que abordará este libro a través de sus capítulos. Los juicios seleccionados no son necesariamente casos grandes o célebres —aunque algunos de ellos puedan serlo o haber alcanzado notoriedad en su momento—, sino procesos que por su contenido son, más que excepcionales, representativos de una época y de sus rasgos salientes.


    Los capítulos están escritos por destacados especialistas del país en cada uno de los temas o períodos que abordan. No todos son historiadores ni necesariamente expertos en historia del derecho, pero sí han trabajado con fuentes judiciales, policiales o carcelarias en algunas de sus investigaciones. Es por eso que los capítulos, si bien tienen una estructura similar, son, sin embargo, heterogéneos en su factura, reflejando la diversidad en las especialidades de sus autores. En efecto, todos comienzan con la descripción de un “hecho” o conjunto de sucesos que motivaron el juicio elegido —o con el proceso mismo, que describe esos hechos— para luego explicar el mundo al que pertenece ese conflicto y esos actores, la sociedad y el momento histórico en el que tuvo lugar y el contexto jurídico-legal en el que se inscribe. Pero a partir de allí, de esa “tarea” básica en la que acordamos, cada autor analiza con mayor detenimiento algunos aspectos que iluminan su caso, de acuerdo a sus áreas de interés, de manera que el lector encontrará ensayos más concentrados en la política, junto con otros que enfatizan lo social, los aspectos culturales o lo más específicamente jurídico.


    De esta manera, Darío Barriera, que asumió la tarea de tomar el “momento colonial”, utiliza en el capítulo 1 el juicio de residencia —un juicio de rendición de cuentas que se hacía a los altos funcionarios coloniales al final de su mandato— al gobernador del Río de la Plata y futuro virrey, Pedro Antonio de Cevallos, para hablar sobre la sociedad colonial en lo que luego fue la Argentina y hacer una reflexión sobre la relación de esa sociedad, en sus distintos estamentos, con la ley y las instituciones de la Corona, especialmente el gobierno y la justicia. Su juicio —llevado a cabo en distintos espacios de la gobernación del Río de la Plata— revela hasta qué punto la ley ocupaba un lugar central en la vida no solo de los funcionarios de cualquier rango sino también de la “gente común” en tiempos de la colonia.


    Raúl Fradkin se ocupa en el capítulo 2 del momento de la crisis de la independencia. Su juicio, de 1815, se refiere a sucesos que tuvieron lugar fuera de Buenos Aires, en el alejado pueblo de Carmen de Patagones, de la comandancia del Río Negro. Sus habitantes habían denunciado a Francisco Vera, que había sido nombrado comandante pocos meses antes, por toda clase de arbitrariedades. El juicio le permite a Fradkin analizar los sucesos de la revolución y guerras de independencia y sus múltiples conflictos (entre los españoles y americanos, entre diferentes facciones del bando revolucionario, entre distintas formas de concebir el orden legal) desde el mirador de un pequeño espacio de frontera, en donde dichos conflictos se reproducen pero adquiriendo formas y desenlaces propios.


    En el capítulo 3 Ricardo Salvatore se sumerge en la época rosista a través el análisis del juicio por uno de los asesinatos más célebres del siglo XIX: el de Facundo Quiroga en Barranca Yaco. Dicho juicio, que por la gravedad del hecho y la conmoción que generó fue presidido por el propio Rosas, le sirve a Salvatore para analizar las luchas políticas durante la confederación rosista, el activo involucramiento de la sociedad en la lucha facciosa entre unitarios y federales y también la íntima relación entre la política y el orden legal. Los detalles del largo y prolijo proceso, así como la descripción de la forma cruenta en que se cumplen las condenas, le sirven a su vez para analizar la paradoja del lugar central que ocupaba la ley en este mundo considerado arbitrario o salvaje y el cuidado en guardar las formas de los procedimientos judiciales de acuerdo a las disposiciones vigentes.


    El capítulo 4 se asoma a la Argentina moderna a través de un caso célebre ocurrido en la ciudad de Buenos Aires en la década de 1880. Lila Caimari utiliza el “caso Castruccio” (un inmigrante que planea un crimen perfecto contra su criado para cobrar el seguro), resonante en su época, para hacer una pintura de la sociedad porteña de fines de siglo, sus aspiraciones y temores, así como para analizar costumbres y debates centrales de esos años. Entre ellos, la cuestión de la inmigración y sus peligros, las nuevas ideas criminológicas, la modernización de la policía, o el rol cada vez más activo y presente de la prensa en el debate público. El caso no solo revela las potencialidades de una sociedad abierta y el ascenso social (que incluía las nuevas formas de delito), sino que revela además los modernos criterios de justicia y castigo que había desarrollado el Estado y el sistema policial, judicial y carcelario de fines de siglo.


    El capítulo 5 se ocupa de la primera mitad del siglo XX y de lo que fue una de las novedades más importantes de ese siglo en materia jurídica: el desarrollo de la legislación laboral y el surgimiento de los tribunales del trabajo. Juan Manuel Palacio utiliza el juicio de 1951 de Tiburcio Villegas, un hachero del monte jujeño, contra una compañía forestal de esa provincia, reclamando una indemnización por despido, que finalmente consigue. El caso sirve como excusa para hablar del impacto que significó la legislación del trabajo en las relaciones laborales de la Argentina y, sobre todo, el advenimiento del peronismo, que entre otras medidas dispuso la creación de los tribunales del trabajo para garantizar la aplicación de esas leyes. También, para mostrar la magnitud y el alcance de esas transformaciones, que alcanzaron lugares tan remotos como el oriente jujeño, en los que seguían vigentes relaciones de trabajo semiserviles hasta bien avanzado el siglo XX.


    En el capítulo 6 Marina Franco se hace cargo del último tercio del siglo XX, así como de uno de los temas que marcó a fuego a la sociedad argentina de manera irreversible: las atrocidades cometidas por la última dictadura militar y la consecuente lucha de víctimas, familiares, el mundo jurídico y político y la sociedad toda por los derechos humanos. El juicio conocido como “ESMA III” —un capítulo del extenso proceso que juzga los delitos cometidos en el centro de detención de la Escuela de Mecánica de la Armada de la ciudad de Buenos Aires, durante la dictadura— y, dentro de este, los procesos a los responsables de los “vuelos de la muerte”, le sirven a Franco para reflexionar sobre la forma en que la sociedad argentina, de entonces y ahora, ha procesado y elaborado socialmente ese ciclo de violencia y en particular sobre el lugar —paradójicamente muy central, a pesar del desprestigio que sufre el Poder Judicial— que la justicia ha ocupado en ello.


    Por fin, en el último capítulo Roberto Gargarella utiliza el también célebre “caso Mendoza” (una causa iniciada en 2004 por vecinos de la cuenca Matanza-Riachuelo, denunciando los perjuicios que les ocasionaba la contaminación del río), todavía abierto hoy, para reflexionar desde ahí sobre el surgimiento de los nuevos derechos en el siglo XXI —entre los que están los derechos ambientales— y cómo han transformado tanto la forma en que las sociedades reclaman y luchan por ellos como el modo en que la justicia los procesa. En particular, Gargarella destaca la participación ciudadana en el litigio (desde la demanda colectiva hasta el seguimiento del cumplimiento de la sentencia) así como las formas, excepcionales y novedosas, que, desde el punto de vista del procedimiento, adoptó este juicio, que marca un punto de inflexión en la relación entre sociedad civil y justicia en la Argentina.


    El libro cierra con un epílogo a cargo de Eduardo Zimmermann en el que, además de poner en diálogo las contribuciones, buscando lineamientos comunes y algunas constantes, ensaya una reflexión general sobre la sociedad argentina y su relación con las instituciones, la ley y la justicia a lo largo de su historia. A partir de un conocido ensayo de Carlos Nino, se pregunta hasta qué punto la Argentina es y ha sido siempre “un país al margen de la ley” o si por el contrario los casos estudiados aquí hablan de la construcción histórica de una particular relación de nuestra sociedad con el orden legal, con sus claroscuros, que es dinámica y ambivalente.


    Escrito por distinguidos académicos, este libro, sin embargo, no está dirigido a los especialistas. El espíritu que lo ha guiado es el de llegar a un público más amplio que el de los historiadores o juristas, tratando de transmitir los análisis de cada época de una manera llana, que sea accesible a un universo amplio de lectores. Por eso no se encontrarán en los capítulos más notas al pie de las que exigen las citas textuales, ni referencias a otros trabajos que ya se han ocupado del tema —cosas que son de rigor en el estilo académico—. Solo un ensayo bibliográfico al final de cada capítulo, en el que de forma narrada se sugieren lecturas adicionales sobre cada tema o período, sirve de guía a los lectores más curiosos.

  


  
    
Capítulo 1 

  Pedro de Cevallos: en los albores del Virreinato del Río de la Plata


    Darío G. Barriera


    Un virrey residenciado como gobernador


    Pedro Antonio Cevallos de Cortés y Calderón es conocido en la historia argentina sobre todo por haber sido el primero de los virreyes rioplatenses. Sin embargo, para un lector no especialista, tal vez no sea tan obvio que había sido antes gobernador del Río de la Plata —dependiente del Virreinato del Perú— y todavía menos que, para poder hacerse cargo del flamante virreinato, debió pasar por un juicio. Los funcionarios de la monarquía que cumplían roles judiciales —y todos los que estaban bajo su mando— debían pasar por un juicio de residencia. Por motivos sobre los cuales todavía se especula, a Cevallos no se le había hecho al final de su mandato como gobernador. Pero para que fuera un virrey a toda regla, no había más remedio que implementarlo antes de que asumiera.


    Este juicio era una de las herramientas con las que contaba la monarquía española para gobernar a la distancia territorios enormes y complejos, como los virreinatos americanos y sus gobernaciones. Se esperaba que su amenazante presencia al final de cada período de gobierno sirviera para disuadir a los funcionarios de cometer actos de mal gobierno. Se trata de un mecanismo milenario, que hunde sus antecedentes en el Antiguo Testamento. Encuentra referencias en el derecho romano, en las Partidas de Alfonso X (siglo XIII), en el Ordenamiento de Alcalá (1348) y en las Cortes de Toledo (1480). Pero la forma en que pasó a la América española cristalizó en Castilla en el año 1500. En España, Carlos IV lo suprimió para las autoridades menores, manteniéndolo solo para virreyes, gobernadores y oidores. En los territorios que ocupa actualmente la República Argentina, permaneció vigente hasta que la Constitución de las Provincias Unidas de Sud América de 1819 depositó en la Cámara de Representantes la capacidad de enjuiciar a los miembros de los “tres poderes”.


    Cuando Cevallos terminó su período como gobernador del Río de la Plata en 1766 volvió a España y fue nombrado comandante militar de Castilla la Nueva, lo que le permitió ocuparse de sus haciendas, que estaban allí y en Extremadura. Luego fue enviado en comisión a Francia (1771), para limar asperezas entre Carlos III y el Pontífice Clemente XIII, y desde allí partió hacia Parma (a cuya conquista había ayudado en 1741), ciudad desde donde acompañó a la princesa María Luisa para concretar su casamiento con el príncipe Carlos —luego Carlos IV—; se lo residenció recién entre 1776 y 1777, es decir, exactamente a veinte años de comenzado su gobierno y a diez de su conclusión.


    El carácter atípico de su residencia no se reduce a esta inusual dilación —que algunos historiadores clásicos califican de sospechosa—. Cevallos también utilizó todas sus influencias para elegir al encargado de llevar adelante su juicio, lo que, como cualquiera puede deducir, hoy como ayer, está reñido con los más elementales principios de la imparcialidad y del buen gobierno. Cevallos escribió al secretario de Estado español de puño y letra. En una notita del 17 de septiembre de 1775, sugirió a Pedro Medrano, oficial de las Reales Cajas de Buenos Aires, como el encargado de juzgarlo. Su solicitud, como veremos enseguida, fue atendida, y quizás estas “facilidades” haya que ponerlas en contexto.


    La creación del virreinato del Río de la Plata se enmarca en líneas generales en un reconocimiento del sostenido crecimiento económico de la región, pero también en una decisión política: atender de manera urgente y expeditiva las conflictivas fronteras exteriores e interiores de la misma. La reciente expulsión de los jesuitas, las rebeliones de los pueblos guaraníes, la frontera “caliente” con Portugal en los límites con el Brasil y los conflictos con los ingleses en Malvinas eran situaciones con las cuales, de una manera o de otra, Cevallos estaba muy familiarizado. Fue elegido para el cargo de virrey tanto por la experiencia que había adquirido en el terreno durante su gestión como gobernador como por su indiscutible prestigio militar: en la Corte todos pensaban que era el hombre adecuado para conducir el enorme número de hombres armados que España estaba mandando para imponerse a los portugueses en la región. Pero primero debía ser juzgado por su anterior puesto de gobernador.


    ¿Cómo era un juicio de residencia?


    El juicio de residencia era una investigación pública impuesta a todo funcionario de la monarquía alcanzado por este mecanismo cuando terminaba su período y debía ser reemplazado por su sucesor. El residenciado debía quedarse residiendo en el territorio (de ahí su nombre) hasta que la misma terminara. También correspondía hacerle la residencia si —antes de iniciada, después o, como ha pasado, durante la misma— fallecía.


    Aunque el Consejo de Indias —órgano colectivo encargado de consultar y resolver cuestiones de gobierno y justicia en los dominios españoles de América y Asia— era el responsable de designar a quienes iban a ejecutarlas en territorios americanos, los jueces de comisión para juzgar a virreyes y gobernadores se nombraban desde el más alto Tribunal de Justicia de cada distrito. En el caso de la gobernación de Buenos Aires o la del Tucumán, ese tribunal fue hasta 1785 la Real Audiencia de Charcas —excepción hecha de la década que transcurrió entre 1662 y 1671, durante la cual funcionó la primera Audiencia de Buenos Aires—.


    En las provincias americanas de la monarquía hispánica, el inicio del juicio de residencia a un gobernador desataba, en cadena, el de todos los funcionarios que hubieran ejercido oficio en el territorio sujeto a su jurisdicción durante el mismo período. Se aplicó a virreyes, oidores, gobernadores, corregidores y tenientes de gobernador; a los regidores que hubieran sido fieles ejecutores en la ciudad donde residía la Audiencia; a los visitadores de indios, jueces repartidores de obrajes y grana, tasadores de tributo, ensayadores, marcadores, oficiales de hacienda, de baja justicia, oficiales de casas de moneda e, incluso, a alcaldes ordinarios (los que administraban justicia en los cabildos).


    Las enormes distancias existentes entre las ciudades que eran sedes de Audiencia y el resto de las que a ellas estaban sujetas —sobre todo al comienzo del período colonial— propiciaron que las residencias fueran tomadas por los reemplazantes de los residenciados. Muchos juristas asocian el argumento de la distancia física que mediaba entre los funcionarios y las máximas autoridades con una “vigilancia imposible” y por eso mismo valoraban el servicio que la residencia prestaba a modo de simbólica espada de Damocles que pendía sobre la cabeza del funcionario al final de su mandato. Lo grueso o lo delgado del hilo que sostenía la espada dependía, en suma, de lo que declararan a favor o en contra suyo todos aquellos que fungieran como testigos durante el juicio. El principio no difiere del que preside la vida de cualquier cristiano creyente, a quien está reservado un “juicio final”. Francisco de Quevedo, en Política de Dios, Gobierno de Cristo (1626), hizo un magnífico retrato de la utilidad que prestaba al buen gobierno el control de los ministros religiosos y seculares de la monarquía.


    Algunas Reales Cédulas de Felipe II excusaban a las Audiencias de despachar Jueces de Comisión más allá de las cinco leguas. Tomando en cuenta las dimensiones de un virreinato como el peruano —al que pertenecían los territorios que hoy son argentinos—, considerando las distancias y otros intereses, la coincidencia entre el nuevo gobernador, su escribano, la renovación administrativa y la ejecución de la Residencia no contravenía ninguna norma. En el terreno, esto tuvo sus expresiones concretas. Durante el siglo XVI, el gobernador del Tucumán Gonzalo de Abreu se autodesignó como juez residenciador de Jerónimo Luis de Cabrera (1574), a quien reemplazó. Durante el interrogatorio, lo torturó tanto que Cabrera falleció. Abreu probó de su propia medicina seis años después, cuando Hernando de Lerma hizo lo mismo contra él. Durante ambos juicios —y también en la residencia siguiente—, además de haberse practicado un “interrogatorio apasionado” (una forma elíptica de la época para referirse a la tortura), los reemplazantes aprovecharon la ocasión para decomisar bienes y premiar a los hombres que los acompañaban con dádivas o con cargos políticos locales, para lo cual debían desplazar a los que estaban ocupándolos hasta entonces. Esta violencia que caracterizó a las primeras residencias de los gobernadores del Tucumán no iba a prolongarse por mucho tiempo: seguramente a causa de que los tejidos sociales se volvieron mucho más densos respecto de las primeras décadas posteriores a la conquista, a partir de finales del siglo XVI y comienzos del XVII las residencias fueron menos crueles. Es más, en algunos territorios —como el de la Audiencia de Quito o la misma gobernación de Buenos Aires— adquirieron fama de asunto negociable entre los que se iban y los que llegaban. Para el siglo XVIII, las hubo de tono variopinto, pero sobre el final se volvieron frecuentes incluso los pedidos de eximición del procedimiento, basados en las más diversas razones.


    Otras Reales Cédulas y Provisiones recuerdan que estos juicios se hacían tanto para castigar malos desempeños como para premiar las buenas acciones: dado que el destinatario final del expediente era el Consejo de Indias, se promovía la averiguación de la verdad y el envío de una imagen completa del desempeño del agente.


    El proceso constaba esencialmente de dos grandes partes: una secreta y una pública (al final de la cual se realizaba, también, la rendición de cuentas sobre administración de fondos, si correspondía al cargo). Felipe II había solicitado que las demandas públicas puestas contra funcionarios se ejecutaran siempre dentro de los sesenta días de presentadas; por lo tanto, la residencia debía ser ejecutada en esos plazos. Sin embargo, en 1667, Carlos II admitió que las residencias a virreyes pudieran sustanciarse en el término de seis meses.


    Durante la secreta, el juez comisionado tenía treinta días para realizar una investigación de oficio. Esta etapa le servía para darse una idea del accionar del residenciado, de sus virtudes, pero sobre todo de sus atropellos, abusos, posibles actos de mal gobierno y presuntos delitos. De ella debía salir una imagen más o menos clara de cuál había sido el desempeño del funcionario pesquisado, así como un buen borrador con algunos cargos a presentar en su contra.


    La segunda fase, la pública, se componía de la presentación de capítulos, la presentación de demandas y el inicio de querellas por parte de los particulares contra el funcionario residenciado. Quienes habían testimoniado durante la secreta no podían presentar demandas civiles, ni querellas criminales, ni capítulos.


    Lo primero que hacía un juez de residencia era presentarse ante el cabildo y solicitar obediencia al despacho que lo nombraba como tal. Esta visita era formal y seguía un protocolo. Lo primero era el juramento (muy importante en todas las instancias de justicia, pues debe tenerse siempre presente el carácter confesional de la monarquía católica) de usar bien y fielmente de las potestades que le confería tan delicada comisión. A continuación se procedía a dar el pregón, cuya función era la de hacer de público conocimiento el inicio del juicio. Funcionaba además como un marcador temporal. Desde ese momento se contaban los treinta días para terminar la secreta. En Buenos Aires...


     


    […] salían las tropas por la puerta principal del fuerte, atravesaban la Plaza Mayor al “son de caja y marcha de bando” y se dirigían a la esquina del Cabildo, en donde el pregonero leía por primera vez el edicto ante el público que allí se había reunido. Igual operación se practicaba luego en la Plaza Chica y en las esquinas del Convento de San Francisco y del de Nuestra Señora de la Merced. En cada uno de estos sitios se fijaba una copia del edicto, dando fe del debido cumplimiento de todas esas diligencias el escribano de la residencia. Se preveía una multa de cien pesos aplicados a la Cámara Real para castigar al que quitase los edictos.1


     


    Si en el territorio donde se ejecutaba la residencia había indígenas reducidos (por lo tanto, súbditos del rey), el juez y el cabildo tenían que procurar que aquellos tuvieran noticia del acontecimiento, de modo que pudieran presentar capítulos, demandas o querellas.


    Una vez dado el pregón, el juez debía establecer el elenco de residenciados, es decir, confeccionar una lista de los funcionarios sujetos a la autoridad cuyo mandato terminaba, único mencionado en el despacho que ponía en marcha la residencia. En general, el juez solicitaba esa lista al funcionario de marras y otra al cabildo, que debía proporcionarle los nombres de quienes se hubieran desempeñado durante el lapso de gobierno del residenciado en la órbita del cuerpo municipal.


    El juez de residencia no hacía todo esto solo: traía consigo un escribano (o se le asignaba uno “público”) y venía acompañado de otros auxiliares —un alguacil que ejecutaba los oficios, un revisor y, eventualmente, un asesor letrado e intérpretes de lenguas indígenas—. En el caso de territorios extensos, como la gobernación de Buenos Aires, también se designaba un número variable de comisionados para poner en marcha el juicio en los diferentes distritos abrazados por la cabecera. Luego elaboraba cuestionarios. Combinaba preguntas que venían impresas en diferentes libros y formularios con otras que se ajustaban a lo que debía averiguar allí particularmente. El primer cuestionario lo usaba de guía para indagar durante la secreta, período durante el cual también solicitaba informes, miraba cuentas y, menos ortodoxa pero frecuentemente, recibía anónimos (o “memoriales secretos”), que si bien no podían ser utilizados como prueba, a veces daban pistas para orientar la investigación. Aunque podía revisar libros capitulares, cuentas, expedientes judiciales, bandos de gobierno y pedir informes, las pruebas más frecuentes recogidas durante esta parte del juicio fueron siempre las testimoniales. Por este motivo, la credibilidad de los testigos (que, en la época, iba a adherida a su “calidad social”, fórmula que consideraba una relación móvil entre capacidad económica, sangre, estamento y prestigio) era fundamental.


    El juez debía asegurarse de que los testigos no fueran enemigos del residenciado (cualquier declaración formulada bajo una sospecha de odio o de enemistad públicamente conocida era fácil objeto de nulidad). Por este motivo, también, los que declaraban durante la secreta no podían presentarse como capitulantes o querellantes durante la pública, y si lo hacían, esa segunda presentación anulaba de forma inmediata el contenido de la primera.


    Terminada la secreta, el juez enviaba al residenciado una lista de los cargos que se le imputaban, de modo que pudiera organizar su defensa. Esa lista generalmente contenía los nombres de las personas que habían formulado quejas al juez. Durante la fase pública de la residencia, la población era invitada a interponer capítulos, demandas y querellas contra cualquiera de los residenciados. Un capítulo era una demanda judicial contra un funcionario que podía ser presentada por cualquier persona o grupo de personas que tuviera conocimiento de una mala acción del residenciado, sin que la acción lo hubiera perjudicado personalmente. Este tipo de presentación obligaba a presentar fianzas (por sí o por terceros), esto es, garantías económicas que debían alcanzar la suma por la cual sería eventualmente condenado —a manera de indemnización— si la acusación resultaba falsa o si, por cualquier motivo, el juez dictaminaba a favor del residenciado. Entonces, antes de presentar capítulos contra un funcionario, las personas medían muy bien sus posibilidades de éxito, porque un fallo a favor del funcionario residenciado podía tener pesadas consecuencias económicas para el denunciante.


    Demandas y querellas eran como cualquier juicio ordinario (civil la primera; criminal la segunda). Tenían que formularse en los primeros quince días de la pública y solo podían presentarse aquellos que habían sido directamente agraviados por el residenciado.


    Una vez cumplidos estos pasos, interrogado el residenciado y presentados sus descargos, hecha su defensa y revisadas las cuentas pecuniarias, el juez de residencia sentenciaba la secreta. Si consideraba que alguna acusación era grave o propia de los altos tribunales —entraba aquí una dimensión subjetiva— podía elevarla directamente al Consejo de Indias. Hubo quienes omitieron hacerlo y juzgaron cosas graves, y quienes —por evitar meterse en problemas— dejaron de sentenciar cargos que no revestían mayor gravedad y estaban perfectamente probados.


    Como se dijo, el residenciado no podía irse de la ciudad durante ningún momento del juicio: su ausencia se tomaba como confesión de parte y, como se sabe, a confesión de parte... relevo de pruebas. El juez podía declararlo culpable de todos los cargos sin más trámite. Si, al contrario, el residenciado permanecía y salía airoso de su evaluación, era frecuente que divulgara a los cuatro vientos el resultado positivo de la investigación, e incluso que lo utilizara como elemento para pedir mercedes o privilegios para sí o para su familia, agregando la sentencia a su foja de servicios.


    Las residencias tenían varias formas de financiarse, y hubo muchos cambios a lo largo del período colonial. Pero es cierto que, desde finales del siglo XVII, algunos residenciadores habían encontrado la manera de que las multas con las que castigaban al culpable fueran a parar a “gastos de residencia”, lo que generaba sospechas no tanto sobre la culpabilidad del enjuiciado sino sobre la ambición económica del juez, que parecía haber descubierto un modo de generarse algún ingreso.


    Las actas del juicio


    El juicio de residencia a Pedro de Cevallos conservado en el Archivo Histórico Nacional de Madrid, contiene seis piezas. Una por cada sede donde se desarrolló la residencia (Buenos Aires, Luján, Montevideo, Santa Fe y Corrientes) y una sexta reducida a los papeles que acompañaban al “cajoncito” donde viajó el expediente junto con el dinero que correspondía a las arcas del rey en el navío de registro Victoria.


    El 15 de febrero de 1777, Pedro Medrano —comisario de Guerra y tesorero oficial real— obedeció y acató la cédula que lo designaba como juez de residencia y, ante el cabildo de Buenos Aires, nombró a su escribano y alguacil para las comisiones. Después de librar las notificaciones y pregones, organizó un primer interrogatorio para los testigos y designó a sus comisionados en las distintas ciudades (José de Vera Mujica para Santa Fe, Juan García de Cossio para Corrientes, Bruno Muñoz para Montevideo y a Manuel Pinazo para la villa de Luján), a quienes instruyó para que convocaran ante ellos a todas las personas que pudieran dar noticias sobre aquel período de gobierno.


     


     


    Evaluación de un gobierno


     


    El “interrogatorio general” con el cual Medrano encaró a los testigos de la secreta para el primer examen de Cevallos y sus tenientes —quienes lo representaron en los cabildos de las villas y ciudades de la gobernación— estaba compuesto por 68 preguntas. Algunas eran muy generales y otras, al contrario, muy puntuales.


    Las primeras 36 estaban destinadas a evaluar al gobernador y sus tenientes, mientras que las 32 siguientes se enfocaban sobre el desempeño de los llamados “funcionarios menores”, alcanzando a jueces rurales y corregidores de los pueblos de indios y sus protectores.


    Como todos los cuestionarios judiciales, este interrogatorio tenía preguntas calcadas de formularios antiguos; otras que se originaban en tradiciones locales —las habían hecho en el lugar antes— y otras puntualmente inspiradas en el gobierno que se evaluaba. Las preguntas más generales son las que más nos dicen sobre qué cosas eran consideradas importantes como arte del gobierno: si en toda vía judicial la primera preocupación era establecer el conocimiento y las relaciones que el declarante tenía con el gobernador y sus tenientes es porque de los vínculos más estrechos (fueran de sangre o espirituales) cabía esperar solidaridades o connivencias. Esto no quiere decir que la cosa funcionara mecánicamente, pero sí que uno de los mejores registros del imaginario de una época —el derecho— había capturado la idea de que un familiar próximo o alguien que fuera criado de un pater familias, por ejemplo, no iba a perjudicar a su protector. Por lo tanto, podía no ser considerado un testigo creíble. Algo de todo esto sobrevive en nuestro derecho, que —llevándolo al código— lo ha convertido en sistema.


    Una batería de nueve preguntas se dirigía a lo que la monarquía consideraba el núcleo del buen gobierno: la administración de la justicia. El residenciador, inicialmente, tenía que averiguar si estos funcionarios habían sido buenos jueces (o si habían dejado de serlo), si habían recibido dádivas, si habían sido parciales a favor de personas poderosas, si habían “dejado de castigar” —hoy diríamos, si habían hecho la vista gorda— delitos o pecados públicos, si se habían negado a recibir alguna demanda o si la demoraron, si dictaron sentencias erradas, si utilizaron el recurso de la prisión de manera arbitraria, si habían desobedecido al rey, si dejaron de recaudar penas de cámara o si fueron “remisos” a conservar la real jurisdicción y patronato.


    En un segundo grupo de preguntas se les pedía a los testigos que declararan si la ciudad estuvo bien abastecida, si estuvieron limpias las calles y las plazas, bien mantenidos los edificios públicos, si se impusieron al pueblo injustos gravámenes, si facilitaron el agravio a los pobres por parte de los poderosos, si alguien usufructuó su jurisdicción, cómo fueron llevadas las cuentas y cuál fue el desempeño de los asesores. La defensa del puerto y de las fronteras de la ciudad, el estado de las armas y la vigilancia de las costas componían otro núcleo de averiguaciones más o menos homogéneo. La preocupación por la recta administración de la justicia reaparecía al final de esta serie de preguntas, cuando se le pedía al testigo que dijera si sospechó que los evaluados hubieran cometido algún delito o que fueran remisos a castigar los delitos cometidos por otros. Por fin, había una pregunta por el tratamiento de los fondos reales.


    El tercer grupo de preguntas estaba orientado a cada gestión en particular. No era posible hacer estas preguntas más que al funcionario al cual estaban dirigidas. Pero en este caso, como se preguntaba por hechos sucedidos entre diez y veinte años atrás, nada puede haber surgido de la libre imaginación del residenciador, sino que este había obtenido sus materiales de conversaciones, rumores, denuncias o quejas que había recogido en la ciudad donde tomó la residencia. En el caso de Medrano, que la tomó en Buenos Aires, no necesitaba que le contaran mucho: podía inspirarse en la historia que él mismo había vivido junto a Cevallos, ya que el objeto de su investigación era el desempeño de quien había sido su señor y protector. Había llegado al Río de la Plata como paniaguado suyo y había escalado hasta oficial real bajo su influencia. Cuando Francisco de Paula Bucareli reemplazó a Cevallos como gobernador en septiembre de 1766, Medrano fue quien se llevó la peor parte del cambio de gobierno. Según el propio Cevallos, pretextando que Medrano se había opuesto a la expulsión de los jesuitas, Bucareli lo tuvo tres años preso en la isla desierta de Maldonado. Su caso era el de una lealtad a toda prueba.


    Las actas del juicio confirman algo que los historiadores sabemos desde antes de leerlo: el desempeño de Pedro Antonio de Cevallos al frente del distrito cuyo gobierno se le había confiado fue peculiar en términos de emplazamiento espacial. A pesar de que apenas llegado vivió en la fortaleza de la ciudad y en las casas de cabildo, lo cierto es que no se tiene registro de otro mandatario que, habiendo sido designado al frente de la gobernación de Buenos Aires, estuviera ausente de la ciudad cabecera durante tanto tiempo. Fue, stricto sensu, un gobernador excéntrico.


    El hecho poco y nada tiene que ver con que le sacara el cuerpo al trabajo. Todo lo contrario. A los pocos días de haber llegado a Buenos Aires y presentado su título al cabildo de la ciudad, Cevallos viajó con su comitiva hacia el norte para visitar enseguida las misiones orientales. Pasó primero por el pueblo de San Luis y poco después por el de San Juan. Más tarde regresó hasta el de São Borja, donde fijó su campamento y desde donde gobernó durante un buen tramo de su mandato. En esa región contrajo paludismo, enfermedad que lo tuvo a mal traer y que se encontraba entre las razones por las cuales pidió regresar a España.


    En el juicio, varias preguntas apuntaban a evaluar su desempeño en esa región fronteriza, así como en la ciudad de Corrientes, donde, si bien no había residido, había exigido milicias correntinas durante el sitio de Colonia (1762) y tomó decisiones para castigar los tres movimientos de protesta de esos mismos milicianos: las deserciones de diciembre de 1762, el motín de marzo de 1763 y el levantamiento del 29 de octubre de 1764, enviando al auditor de guerra Juan Manuel de Lavardén.


    Después de establecer los interrogatorios y de nombrar a los comisionados en las ciudades, Medrano le pidió al escribano Pedro Núñez que le indicara cuáles eran los funcionarios a los que debía tomar residencia en la ciudad de Buenos Aires. Núñez le entregó una lista con más de trescientos nombres y los oficios concejiles que habían ejercido entre el inicio y el final del gobierno de Cevallos, es decir, entre el 4 de noviembre de 1756 y agosto de 1766.


    Los testimonios presentados durante la pesquisa secreta no fueron muchos y los tres primeros (Vicente de Azcuénaga, Sebastián Pizarro y Miguel de Tagle, todos miembros de la élite comercial, militar y social de Buenos Aires) marcaron la tónica del resto de los declarantes porteños. Los funcionarios locales habían cerrado filas alrededor del exgobernador y de sí mismos: porque si solo tenían loas para confirmar el buen desempeño de la máxima autoridad y de sus tenientes, sobre el resto de los funcionarios menores —entre los cuales se encontraban ellos mismos— prácticamente no abrieron ningún juicio. Los interrogados confirmaron a Cevallos como un sobresaliente defensor de las fronteras y también de los “indios naturales”.


    En efecto, durante su gestión como gobernador se le había encargado arreglar asuntos de gobierno de las misiones, que hegemonizaban los jesuitas, y coordinar el gobierno de los campos con la relocalización de los indígenas sueltos, cuyos ataques preocupaban a las ciudades de Buenos Aires y Santa Fe. También se le había pedido el inmediato encarcelamiento de una lista de doce ignacianos, orden que nunca cumplió y que posiblemente esté entre las explicaciones por las cuales dejó el gobierno en 1766 —cuando siendo inminente la expulsión de los jesuitas, era claro que Cevallos no iba a encarar esa tarea—.


    Los testimonios presentados durante la secreta en la ciudad de Buenos Aires dejan una imagen muy positiva sobre el gobierno de Cevallos. Aunque los logros más sobresalientes de su gobierno se dieron en el terreno militar —donde el punto más alto es la toma de Colonia del Sacramento en 1762, la pacificación de las misiones y la “armonización” con los padres jesuitas que las gobernaban—, el hombre parece haberse dado el tiempo y el espacio para dar ordenanzas sobre cuestiones que hacían a la vida cotidiana de Buenos Aires. Sobre esto, las respuestas de los distinguidos residentes interrogados parecen unánimes.


    Apenas llegado de las misiones en marzo de 1762, Cevallos ordenó a los propietarios de las casas que construyeran calzadas de ladrillos o piedra, que colocaran postes para entorpecer el paso de los caballos por las mismas y rellenar los pozos con tierra o cascotes. Al año siguiente modificó el reglamento de cirujanos y propuso al marqués de Grimaldi, secretario de Estado y del despacho de Carlos III, que el correo de Buenos Aires no pasara por el que iba de La Coruña a La Habana, sugiriendo un paquebote trimestral directo con Buenos Aires, lo que reducía mucho el tiempo de llegada de noticias, papeles comerciales y órdenes políticas.


     


     


    La residencia más allá de Buenos Aires


     


    En las otras ciudades afectadas, lo atípico y lo tardío de la residencia al gobernador se tradujo en molestos ejercicios de revisión de cuentas para oficiales de diferentes rincones del territorio, que tuvieron que comparecer y dar explicaciones sobre hechos u omisiones que, en 1777, diez o más años después de ocurridos, eran considerados temas terminados.


    Sin embargo, el trabajo de Medrano seleccionando a los comisionados para hacer las residencias en cada una de las ciudades retrata una verdadera operación política, algo así como la preparación de un comité de recepción. En Montevideo, el elegido fue Bruno Muñoz, capitular consolidado, varias veces alcalde de primer voto y, en 1776, parte de quienes peticionaron por la designación de Del Pino como gobernador propietario de Montevideo, hombre con el cual Cevallos contaba como apoyo en esa ciudad. En la villa del Luján, el comisionado fue don Manuel Pinazo. Alcalde de la villa de Luján, luego maestre de campo y más tarde comandante de armas de la misma jurisdicción, Pinazo había consolidado su liderazgo en la región después de la firma del Tratado de Laguna de los Huesos (mayo de 1770), que significó que algunas tribus pampas depusieran las armas, hicieran comercio “pacífico” en pueblos de frontera e incluso que se enrolaran como cosecheros o como soldados. Ese mismo año encabezó la expedición que buscó la represión de los tehuelches. El comandante había consolidado un prestigio como mediador interétnico, lo que lo convirtió en una pieza valiosa en la frontera para la gobernación, primero, y para el virreinato después.


    En Santa Fe, Medrano designó como su comisionado al alférez real José de Vera Mujica. Abusando del lenguaje —aunque como se verá enseguida, no tanto—, podría decirse que el elegido era el dueño de la justicia en la ciudad. En 1755, cuando José tenía apenas diez años, su padre compró para él el oficio de alférez real de Santa Fe y —dada su condición de menor de edad— lo depositó durante algunos años en Florentino de Urízar, cuñado suyo y tío de José. La posesión de este oficio venal —práctica usual en todos los territorios de la monarquía hispánica— permitía a su titular ser el primer reemplazante en caso de ausencia o renuncia de los alcaldes de primer y segundo voto, algo que se producía según la dinámica anual de los conflictos locales por el control del cabildo. El período de gobierno que debía juzgar el alférez lo involucraba personalmente: había asumido la vara un año antes de que comenzara el gobierno de Cevallos y, además, quien ejercía como teniente de gobernador en la ciudad por entonces era su difunto padre, Francisco Antonio de Vera Mujica. Por ese motivo, para entender en las quejas que pudieran plantearse contra él y contra su padre, fue designado en su reemplazo Juan José Morcillo Baylador, un peninsular que ejercía como teniente del tesorero Real, pero que tenía tratos indisimulables con la familia Vera Mujica: en 1768, este hombre había comprado a Francisco Antonio el oficio de alcalde provincial de la santa hermandad, cargo que otorgaba jurisdicción sobre delitos cometidos en la campaña.


    El juez de pesquisa que Medrano eligió para Corrientes fue Juan García de Cossio, un peninsular de buena familia que había estudiado en Burgos y vivido en Madrid con los familiares del confesor del rey Felipe IV, donde sirvió como escribiente. Este hombre había llegado al Río de la Plata con Medrano en 1756 y ambos se habían dedicado al comercio bajo la protección de Cevallos. En 1759 se avecindó en Corrientes, donde fue designado teniente de una compañía de forasteros, y en 1767 resultó electo alcalde de primer voto del Cabildo correntino. En 1769 hizo su primera experiencia como residenciador, y en 1771 el gobernador Vértiz lo nombró su teniente de gobernador en Corrientes: también pertenecía al núcleo de quienes debían favores a Cevallos desde su llegada al Río de la Plata.


    Como puede verse, Cevallos había conseguido que su residenciador general fuera Pedro de Medrano y este, a su vez, buscó y logró en cada ciudad hombres fuertes de cuya lealtad al virrey entrante no hubiera ninguna duda: el disciplinamiento estaba en marcha.


    Pero a pesar de que la residencia estaba pactada y las lealtades bien anudadas, la lectura de los testimonios vertidos en este juicio permite oír todavía el eco de algunas voces que, contra toda expectativa, filtran algunas imágenes sugestivas —sobre Cevallos, sobre los gobiernos locales y sobre la vida cotidiana en aquella época—.


    En Buenos Aires, algunos dijeron haber oído que Cevallos había dispuesto de caudales pertenecientes a los cuerpos de tropa o reconducido para otros fines “fondos de capilla”. También que había repartido ganado entre sus tropas, lo que estaba prohibido pero era una práctica frecuente a la hora de atraer hombres para fungir como milicianos en fronteras difíciles.


    En Santa Fe, a pesar de que casi todos los declarantes responden a las preguntas con los consabidos “que no sabe”, “que no recuerda” o “que no tiene noticia”, un joven comerciante se atrevió a señalar algunas cosas importantes en contra del desempeño como gobernador del flamante virrey. José de Tarragona no había ejercido ningún cargo durante el gobierno de Cevallos y no integraba la lista compuesta por Vera Mujica. Se presentó durante la pesquisa secreta motu proprio y este comerciante, que era administrador de los cuatro pueblos de indios (1773-1781) y fungía como mayordomo de la cofradía del santísimo sacramento, aprovechó una de las preguntas para reclamar que:


     


    […] teniendo esta ciudad el privilegio Real de ser el único y preciso puerto para el surgidero de las embarcaciones del Paraguay, y que en ella se descarguen todas las haciendas que conducen, dejaban pasarlas a Buenos Aires con perjuicio del expresado privilegio, y del de los vecinos por la pérdida del fletamento de sus carretas, y otros intereses, que se les franquean.2


     


    También afirmó que el gobernador había dispuesto dinero de la ciudad para financiar su campaña a las misiones, pero no promovió contra el exgobernador ni capítulos, ni demandas ni querella. No es imposible que haya utilizado la ocasión para exhibir sus cartas y marcar el terreno, pero reveló el recrudecimiento de un conflicto de larga duración entre las élites santafesinas y de Buenos Aires: el privilegio que Santa Fe había obtenido para generar recursos como puerto preciso no había sido custodiado por Cevallos.


    Otros declarantes aprovecharon el proceso para listar servicios que prestaron personalmente —esta era la manera habitual de conseguir premios o cargos, y muchos aprovecharon la residencia para mostrar sus pergaminos, o inventarlos— o para ofrecer informaciones que les permitían mostrarse cercanos al virrey entrante. Todos confirmaron que el gobernador había establecido puestos en el Rosario y Bajada (actual Paraná) para impedir el comercio ilícito con los portugueses. También, que había pasado la mayor parte del tiempo en las Misiones, en la conquista de Colonia y un tiempo retirado en una quinta inmediata de la ciudad de Buenos Aires sin que esto entorpeciera su buena administración de justicia y gobierno. Uno de los declarantes santafesinos, Lorenzo Mancilla, conocía hasta el nombre del dueño de la estancia donde se había alojado Cevallos —don Carlos Valente— y el de la persona que le ayudaba a despachar los expedientes desde ese lugar —don Juan de Bustinaga—. Este Mancilla había comenzado su declaración de una forma muy particular, que ilustra lo que podía significar para algunos vecinos la instancia de residencia: ya frente al juez, y después de decir que conocía a casi todos los mencionados para su evaluación, aclaró que se presentaba sin saber muy bien qué gobierno era el que se residenciaba. No obstante, tenía información que otros no conocían y, sobre todo, guardaba un grato recuerdo del gobierno de Cevallos porque había sido la época durante la cual el impuesto sobre el vino y el aguardiente se había rebajado. A confesión de parte...


    Otro testigo santafesino dejó un hermoso retrato de Cevallos como buen juez:


     


    […] le consta al Declarante por haber bajado a Buenos Aires, [que Cevallos] administraba justicia y despachaba todos los asuntos y negocios que ocurrían, sin faltar por motivo de su enfermedad a cosa alguna. Siendo lo más particular que vio y experimentó el Declarante que, en orden a administración de justicia, primero atendía, escuchaba con amor y despachaba a los pobres que a los ricos...3


     


    La preferencia y la amabilidad con los desposeídos era considerada un valor en aquella sociedad que era tan estamental como paternalista. El declarante podría no saberlo teóricamente, pero si lo dijo, es porque el asunto no se le escapaba. Como sucede siempre que se utiliza la vía judicial, las declaraciones de los testigos deslizan informaciones secundarias que a veces revelan incluso aspectos menores de la vida cotidiana. Entre las que interesan a una historia de la justicia, por ejemplo, algunos testimonios relatan que los jueces rurales utilizaban por prisión sus propias casas-habitaciones en la campaña y que muchos de ellos tenían “negocios en el campo” —podía ser esto una chacrita o algunos animales—.
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